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Al analizar el período argentino entre fines de la década del ochenta y principios del noventa, por ese momento, nadie puede desconocer las limitaciones del modelo sustitutivo de importaciones. Ante esta situación, la crisis socio-económica es innegable, afectando indirectamente la confianza depositada en las instituciones político-democráticas recientemente recuperadas. 

En este contexto, se gestaron las medidas de reformas conocidas como de “primera generación”, las cuales supusieron una importante reducción del aparato estatal, lo cual paradójicamente requirió el fortalecimiento del poder político ejecutivo, sustentado en un enfoque predominantemente decisionista y centralizador de poder. 

A casi dos décadas de estas reformas, y a pesar de la rigurosidad con las que se adoptaron, los balances no necesariamente han sido favorables. Esta disconformidad comienza a apreciarse hacia la segunda mitad de los noventa alcanzando su punto crítico en diciembre de 2001.

Anticipándose a esta situación, paralelamente a este contexto, se han ido desarrollando distintos enfoques denominados de “segunda generación”, los cuales a pesar de las nuevas cuestiones emergentes, siguen siendo relevantes al momento de la gestión pública, al menos discursivamente. (Castro, s/d)

Siguiendo esta perspectiva de análisis, entre los autores existe cierto consenso en cuanto a la necesidad de renovación del contrato político, lo cual exige un nuevo papel del Estado en cuanto mediador y coordinador de intereses entre diversos agentes sociales en base a una agenda amplia de necesidades, enmarcadas dentro del paradigma de desarrollo social. 

En este sentido, el diseño de las políticas públicas implica necesariamente otorgar a la participación ciudadana una cuota de relevancia. De esta manera, y como señala Vázquez Barquero (Citado en Moncayo Jiménez, 2002: 9), “una nueva agenda del desarrollo debe incorporar una aproximación de abajo-arriba, basada en el potencial endógeno de los territorios, que substituya los enfoques tradicionales de arriba-abajo presididos por una lógica funcional y sectorial del crecimiento y la acumulación.”

Guiados por esta tendencia en la gestión pública, desde hace unos años, se comenzaron a ensayar distintas experiencias de descentralización y regionalización, en base a un novedoso modelo de Estado Red. 
Este último concepto remite a un nuevo papel del Estado en el que la autoridad se consolida a partir de las distintas interacciones generadas por una serie de nodos, regionales y locales, sin necesidad de concentrar el poder en un núcleo fijo. Por el contrario, el Estado se “hace presente” a partir de la revalorización de los gobiernos locales, los cuales se entienden como instancias óptimas de articulación con los ciudadanos, en un espacio que se presenta crecientemente complejo (Castro, op cit).

Atento a esta tendencia, desde fines del año 2004, Córdoba por medio de la Ley N° 9.206 regionalizó la Provincia mediante una decisión, en principio política. Por esta ley se crearon 26 comunidades regionales, constituidas en base a los departamentos previamente existentes. Es decir, bajo esta modalidad, lograron agruparse 427 gobiernos locales, municipios y comunas, caracterizados por una fuerte impronta de autonomía, reconocida por la Constitución Provincial.

A diferencia de otras realidades provinciales, en que posiblemente se plantee la necesidad de generación de otras instancias intermedias locales ante la macrocefalia de los municipios, por el contrario, en nuestro caso la regionalización se impone como un mecanismo de desarrollo recíproco, así como una herramienta de simplificación de las negociaciones entre la Provincia y las distintas instancias locales, representativamente pequeñas en cuanto a sus territorios y poblaciones (Graglia y Riorda, 2006).

En este contexto de incipiente proceso de regionalización, se plantean diversos desafíos en torno al fortalecimiento del proceso en sí mismo y de los nuevos agentes regional-comunales, entre los cuales se destaca la necesidad de fortalecimiento de la capacidad de gestión de las comunidades y de los Foros de la Sociedad Civil, entre otras cuestiones. 

Bajo este propósito hacia el año 2006, el Ministerio de Gobierno, Coordinación y Políticas Regionales del Gobierno de la Provincia de Córdoba, convocó a las distintas Universidades de la Provincia de Córdoba, a los fines de promover una asistencia técnica a las comunidades recientemente constituidas.
Entre los Términos de Referencia provistos a los fines de la asistencia, se planteó como objetivo general el de diseñar participativamente una cartera de proyectos que integrarían las políticas de desarrollo regional y que sería concertada a partir de diferentes agentes sociales, políticos y económicos de la región (Términos de Referencia, 2006).

Desde este documento base, se entendía que el proceso debía constituirse a partir de una instancia innovadora de articulación entre distintos sectores, entre ellos, de los agentes sociales. Bajo este supuesto es que inicialmente se comenzó el análisis; la realidad nos demostró una mayor complejidad en aquel marco teórico desde el que inicialmente habíamos conceptualizado la participación. 

Hecha esta aclaración, el propósito de este trabajo será el de reflexionar sobre un concepto más complejo de participación que nos permita apreciar los avances, limitaciones y desafíos persistentes al momento de incluir la participación como sustento en el diseño de una política pública como es por caso, la regionalización en Córdoba.

Desde este concepto, finalmente intentaremos dar una respuesta superadora a las limitaciones participativas en torno al caso, a los fines de consolidar un modelo participativo dentro del enfoque “top-down”.
debates iniciales sobre el concepto de participación: La participación mirada desde abajo hacia arriba.   

Al iniciar el debate sobre participación, realizamos un planteo general sobre los supuestos participativos que se derivaban explícitamente de los Términos de Referencia propuestos para la asistencia técnica. Así, en principio, nos interesó reflexionar sobre si se daba espacio en la práctica a la participación de los ciudadanos. Pensábamos que sería interesante observar explícitamente su articulación con el desarrollo regional a partir de los Foros de la Sociedad Civil. Sin embargo, al comenzar el proceso de observación participante, se evidenciaron algunas dificultades que tempranamente nos llevaron a complejizar el concepto de participación. 

Seguidamente revisaremos algunos esbozos de debates teóricos sobre conceptos vinculados a la participación ciudadana, al tiempo que los iremos contrastando con las reflexiones realizadas por distintos protagonistas de la asistencia técnica en cuanto al logro o no de estas cuestiones. Esto nos permitirá evidenciar el problema sobre cómo la realidad se filtró en nuestros debates teóricos, replanteando el concepto de participación tradicional propuesto inicialmente. 

Al introducir la noción de participación debemos reconocer que el término es sumamente amplio, razón por la cual se han generado múltiples debates en torno al mismo. En líneas generales, si tomamos una primera conceptualización, gran parte de los autores que trabajan la temática definieron a la misma como “la capacidad que tienen los individuos de intervenir hasta la toma de decisiones en todos aquellos aspectos de su vida cotidiana que los afectan e involucran“ (Finding y Tamargo, 1994:27).

Si partimos desde esta definición, aunque presenta la ventaja de ser lo suficientemente amplia como para designar múltiples situaciones, al mismo tiempo, supone ciertas limitaciones que es necesario debatir para lograr una mayor precisión en el concepto.

En primer lugar, dicha definición nos suscitó al menos los siguientes interrogantes: ¿existe participación cuando hay predisposición para participar o cuando hay capacidad efectiva de actuación?, ¿hasta dónde pueden y/o deben intervenir los ciudadanos en las políticas públicas?, ¿hasta qué punto se necesita capacidad o “estar capacitado para” participar?, ¿quiénes pueden participar?, entre otros cuestionamientos. 

Si abordamos la primera pregunta, la misma nos invita a reflexionar sobre si la predisposición o intencionalidad para participar es una condición suficiente para referir a la participación. 

Los trabajos realizados por autores tales como María Teresa de Sirvent, Raimondo y Echegaray, entre otros (Autores citados por Finding y Tamargo, op cit) nos llevan a pensar sobre la diferencia entre la participación simbólica y la participación real. 

Dicha distinción radica en que muchas veces los individuos le atribuyen gran importancia a la participación o creen que estarían dispuestos a participar en distintas instancias de su vida, no obstante, se manifiesta una fuerte disyunción con la efectiva intervención en la vida cotidiana.

De esta manera, no se logra superar la instancia de una participación simbólica hacia la de una participación real; la que “…tiene lugar cuando los miembros de una institución o grupo influyen efectivamente sobre los procesos de la vida institucional y sobre la naturaleza de sus decisiones” (Sirvent, 2004:129).

Desde esta perspectiva, sólo habría participación en la medida en que se traspasara el umbral de lo simbólico o de intencionalidad para ejercer una acción de efectiva influencia. 

Si bien nos parece que esta noción es bastante exigente en cuanto que plantea la influencia efectiva en la realidad política y social de la que se parte, a los fines de propiciar el cambio, tiene la ventaja de concienciar sobre la diferencia entre la predisposición para participar y la participación real, vehiculizada en actos.

En nuestro caso, si bien afirmamos que hay participación cuando existe una activación efectiva para participar -independientemente de la incidencia lograda sobre la realidad que se pretende cambiar-, aún quedaba por resolver cuáles eran los momentos en los que los ciudadanos podían participar.

En este punto existe cierta indefinición, lo cual trasluce si se quiere una cuestión normativa que subyace en el debate sobre este aspecto como es el “para qué” de la participación.

P: Por esta cuestión de los tiempos, no ha habido, un proceso ...porque para que se dé un proceso participativo, tiene que haber un proceso de autorreflexión.

P: Digamos...a mí me parece que la información ...objetiva, entre comillas...debería haber nutrido y dado elementos de información ...a quienes pudieran discutir sobre esos temas y...ahí está el rol facilitador de la asistencia técnica, pero nosotros nos preparamos y, en cierta manera en Río Seco pudimos hacerlo y en Calamuchita tratamos de hacerlo, donde nosotros lo hicimos...esa es la realidad objetiva ...¿sí?, estos son indicadores, componentes de la realidad objetiva, ahora...hay que problematizarlos, eh...cuando vos les ponés a disposición de ellos información que para ellos es una cuestión dispersa, digamos...a-sistemática, aunque la vivan, aunque vivan en ese contexto..., es impresionante como aparece, esta tendencia de querer agarrarse de lo técnico sin utilizarlo y entonces, digamos...diluís y a otros que les asusta cuando vos les planteás toda esa cuestión y tratan de esquivar toda la cuestión participativa, como es el caso de Arce de Río Seco

P: En realidad el participante es un proveedor de información que te permite generar alternativas más precisas y adecuadas en ese contexto...

P: eh, eh...el participante... en una...en una... concepción crítica es una persona que reflexiona en torno de determinadas cuestiones...y digamos, inclusive...no necesariamente participa del proceso de toma de decisión sino que influye en el proceso de toma de decisión...sí? en esto de la pantomima de...de la participación en el diseño de las políticas públicas que ahí...aparece (como importante)

Así lo referenciaba en la entrevista uno de los coordinadores de la asistencia técnica en la Comunidad Regional de Río Seco.

Retomando la discusión teórica, entre los autores que trabajan la temática cabe destacar a Duncan Pederson (Citado por Finding y Tamargo, op cit) quien señala que la participación debe entenderse como un proceso político y social. Dicho autor entiende que la participación genuina debe permitir la autodeterminación de la sociedad. Para lograr este propósito propone la participación de la gente a partir de un proceso de “evaluación participativa”, ascendiendo desde un nivel de escasa o nula participación hasta uno de participación extensiva, lo que implicaría la participación en la toma de decisiones, ejecución y evaluación en un contexto preferentemente local.

En el polo opuesto, podemos mencionar a Antonio Ugalde (Citado por Finding y Tamargo, op cit) quien critica las exigencias participativas postuladas, por ejemplo, por agencias internacionales las cuales plantean la participación de los ciudadanos como un proceso de involucramiento en un amplio abanico que va desde la planificación, administración de los procesos, etc.

No obstante ello, existen argumentaciones intermedias que plantean instancias participativas de los ciudadanos en momentos concretos del proceso de las políticas públicas, y según el contexto en particular.

Esto supone entender que si bien la participación de la sociedad civil puede significar un insumo fundamental para consolidar una democracia más participativa, esta no garantiza por sí misma una mayor igualdad en la generación de las políticas públicas. 

Veamos ahora como lo expresaba uno de los principales responsables del proceso de regionalización provincial.

E: Que los decisores no quieren, no les gusta la participación, le tienen miedo...

C: ¿No quieren participar ellos o no quieren abrir la participación?

E: No quieren hacer participar a la gente, no en el discurso... en el discurso son todos participacionistas...pero creen que la participación los desempodera, les quita poder y lo que ellos entienden, en general ¿no? Lo que les transfieren a la sociedad, lo pierden ellos. Entonces ahí, entre...

C: Juego de suma cero...

E: Entonces, nosotros, haber… comenzamos a reconocer que algo de razón podían tener o sea, que comenzamos a plantearnos si la participación, a ver...nosotros planteamos un diagnóstico participativo, si el decisor se negaba a la participación, quiere decir que no podíamos diagnosticar...por ejemplo, o si la limitaba, bueno...entonces comenzamos a plantear si la participación es un fin o es un medio, si es la participación por la participación o si es solamente un medio y llegamos a la conclusión que era un medio
Según Cardarelli y Rosenfeld (1998) aunque la participación puede ser saludable independientemente de su intervención en alguna instancia en particular, trae a colación el riesgo de “acostumbramiento” de un Estado poco responsable en la armonización y regulación de las desigualdades sociales. Igualmente, se expone que la existencia de una sociedad civil organizada no necesariamente garantiza la democratización de los procesos sociales de satisfacción de necesidades.

Así se entiende que el logro del desarrollo de la ciudadanía radicaría precisamente en la generación de actores o agentes de ciudadanía. En este sentido, en el prólogo del libro, Eduardo Bustelo Graffigna indica que las autoras nos quieren transmitir que “la igualdad no es producida automáticamente ni nadie la obtiene por casualidad, (...) Por eso los derechos deben ser concebidos como habilitaciones para la lucha. A su vez, para luchar con efectividad hay que construir poder democrático y buscar poder es esencialmente hacer política. Es por eso que el nuevo paradigma de política social no consiste en un ‘retorno a la sociedad civil’ ni a la mera ‘administración’ social (...) sino fundamentalmente en un juego mucho mayor que reconcilie ‘lo social’ con la política”. 
Para lograrlo, entendemos que es fundamental la articulación y trabajo en conjunto entre el Estado y la sociedad civil, respetando determinados roles y funciones. Asimismo, de ese párrafo se deduce que la generación de ciudadanía supone el desafío de desarrollar capacidades para participar.

Un autor representativo de este pensamiento es Galo Bethemia quien postula la idea de ‘capacitación como praxis’, es decir “como reflexión actuada y acción reflexionada: dicha capacitación debe proveer conocimientos útiles para el diagnóstico de las necesidades más urgentes y elaborar proyectos sobre la base de esas necesidades” (Citado por Finding y Tamargo, op cit).
De esta manera, se retoma el planteo propio de la década del setenta según el cual la participación en sentido estricto sólo se dará en la medida en que exista una formación mínima que permita el desarrollo de una conciencia crítica comprometida y responsable con su medio social de incidencia. En línea con los trabajos de Paulo Freire (Citado por Finding y Tamargo, op cit) se debe educar para generar una conciencia que permita la organización y movilización de los ciudadanos. Así la educación favorecerá el desarrollo de capacidades organizativas dotando a los ciudadanos de recursos para la acción. 

Indirectamente esto nos remite a otro problema como es quiénes pueden participar, los ciudadanos individualmente considerados o las organizaciones, es decir, grupos colectivamente organizados.
En líneas generales aunque existen distintas formas de participar, incluso individualmente siendo su carácter igualmente legal, predomina cierto acuerdo sobre la importancia de la organización de los ciudadanos como forma ordenadora de la sociedad civil. Entre las razones que fundamentan esta determinación se señalan los beneficios de las organizaciones en la generación de capital social ampliado. 
“La transición hacia nuevos estadios del capital social ampliado implica, pues, no sólo cambios cuantitativos (en términos de cantidad de recursos, conocimientos, relaciones, etc) sino también cambios cualitativos (en términos de las modalidades de gestión, de los tipos de relación y articulación con el entorno, etc.) Estos cambios sobre todo pueden ‘leerse’ en las prácticas concretas que desarrollan las organizaciones que conforman el capital social, que implican mayores niveles de participación social, de conciencia sobre la situación del sector de pertenencia en función de objetivos de ‘empoderamiento’ y el diseño de una planificación a corto, mediano y largo plazo. (Caracciolo Basco y Foti Laxalde, 2003:62)

P: Para mí es como...dos instancias de participación que, no es solamente de la sociedad civil. La primera instancia de participación que, tampoco se dio es, la de los actores políticos involucrados, digamos el propio diagnóstico, digamos... la instancia de diagnóstico que debería haber sido con los intendentes y con los actores sociales, no se pudo dar pero terminó generándose un diagnóstico técnico, a mí entender

P: La otra de los actores sociales, digamos...

C: Bien.

P: Pero, al ni siquiera plantearse un juego en la instancia política, digamos... 

C: Ahá.

P: Yo tengo una concepción, digamos...el sistema político es el único que puede ser convocante y facilitador de esas instancias. Si ellos no están dispuestos, si esa instancia...a nivel político no se da...no se puede dar la otra ...Sí, podés hacer entrevistas a actores sociales, conocer su...digamos...no se publicita , no se plantea públicamente 

Hecha esta breve reflexión, en principio, entendimos por participación a la capacidad de los ciudadanos, solos o colectivamente organizados, de desarrollar acciones políticas legales conscientemente planificadas destinadas a intervenir en distintos asuntos públicos en colaboración con el Estado. 

Categorías emergentes: Cuando la realidad supera a la teoría.

Como se mencionó más arriba, ni bien se inició el proceso de investigación, encontramos algunas categorías emergentes que comenzaron a hacernos rever el concepto de participación trabajado. 

Una de las primeras cuestiones a replantear fue la de los agentes previstos en un proceso de diseño, que se suponía participativo. En principio, al trabajar nuestro concepto de participación, lo estructuramos en torno a una ciudadanía colectivamente organizada.

Sin embargo, desde el comienzo de las entrevistas, aparecieron la Provincia y la propia asistencia técnica, como agentes fundamentales de intervención en el proceso. A esto se sumó la asimetría de los propios agentes políticos de cada comunidad regional en cuanto a su disponibilidad de recursos y, consecuentemente, a la posibilidad de generar estrategias políticas, y finalmente, la ausencia participativa de la sociedad civil, en algunos casos inexistente.  

En el primer caso, el Gobierno Provincial adquirió un rol cuasi contradictorio, ya que si bien activaba el proceso, se desvinculaba aparentemente durante el desarrollo del mismo. Así, se delegó poder en la asistencia técnica como responsable de la articulación entre los distintos agentes políticos comunales para el diseño de la cartera de proyectos. 
Remarcamos la palabra “aparentemente” en la medida en que la Provincia, aunque sostuvo su decisión política en términos de mantener la asistencia técnica y los fondos destinados para financiar los proyectos, en la práctica, no se pudo apreciar una participación real en cuanto a la necesaria problematización que exige un proceso de semejante complejidad. Desde allí pudimos reflexionar sobre la importancia de la capacitación previa de los propios agentes decisorios a nivel político, como un elemento condicionante del resto del proceso. 

Esto es, si bien se rescata la voluntad política manifestada al momento de dar continuidad al proceso de regionalización, existieron limitaciones en cuanto a su visualización en términos de proceso de largo plazo y como una intervención que exigía al Gobierno Provincial su propia inclusión como agente participativo. 

P: El que te encarga el trabajo es parte del problema y vos sos parte del problema como el caso de la regionalización en Córdoba. Entonces ...hay  alguien que te encarga un trabajo que se supone que tiene un diagnóstico del problema, es la Provincia, supongamos, que además está inmerso en el mismo problema pero que además se retrae del proceso de transformación o sea, digamos...  trabajen con los municipios  y cuando el principal actor a cambiar es la propia Provincia. Viste ahí en el planteamiento de las condiciones de trabajo o del pedido de trabajo.

“(…) y el contexto claramente te plantea que no hay ninguna intencionalidad de trabajar en equipo y eso condiciona, lo de las Comunidades Regionales no son ningunos tontos si vos para, incluso para hacer un diagnóstico técnico como es ese diagnóstico porque eso, no es un diagnóstico participativo, necesitás de la información que tiene la Provincia, y la Provincia no te la provee, más allá de las dificultades técnicas que vos puedas tener para el diagnóstico es todo un diálogo con los municipios que uno establece...”
En lo que respecta a los agentes políticos comunales, se detectó una importante asimetría de poderes a nivel material y simbólico, lo cual condicionó las relaciones intracomunitarias, dificultando la priorización de necesidades y problemas a los fines del diseño de la cartera de proyectos. De este modo, las desigualdades manifiestas entre los agentes participantes, generó un sesgo en los intereses en función de aquellos con mayor capacidad de negociación y de incidencia en la toma de decisiones. A esto debemos sumar la incertidumbre propia frente a la actitud pasiva y casi inercial de la Provincia, lo cual generó sospechas y prejuicios en torno al proceso. 

D: Y partiendo de la realidad...en el caso, situándote ahora desde la intervención de ustedes ¿qué posibilidades creés que tiene la asistencia técnica de trabajar, de promover un cambio... no digo grandes cambios, pequeñas modificaciones en esa realidad?

(...)

P: Bueno, ahí lo que aparece es un poco lo que aparece es la terrible debilidad de los gobiernos locales de los departamentos, eh...quien asome un poco más la cabeza en vez de aliarse a los débiles sería la Provincia, porque adquiere beneficios de ese tipo de alianzas, entonces ahí hay claramente un centro de poder que en Río Seco, Arce, que no tiene la menor intención de abrir el juego a los otros intendentes comunales. Entonces...me parece que ahí la posibilidad está en esto de fortalecer a los otros. De hecho, que Arce está trabando las reuniones y los otros tienen ansiedad por reunirse. Un poco esto de horizontalizar las relaciones...en la primera reunión que fuimos te acordás (lo mira a Jorge) cuando yo lo corregí al de la Rinconada dijo, “porque nosotros tenemos un presidente que es muy bueno, que toma las decisiones por nosotros y yo le decía, eso no es así, puede ocurrir en los hechos pero no está previsto así, esto es una instancia colegiada. Ese tipo de cuestiones me parece que es muy importante para contrapesar esa estrategia de poder, sobre la base del debilitamiento de los otros que tiene Arce. Y eso se logra a partir de que...ellos dispongan de información integral del territorio

En este contexto y, a modo de contraparte, la asistencia técnica se transformó en un agente fundamental legitimado no sólo gubernamentalmente, sino por el propio poder simbólico que le otorga ser portador de conocimientos técnicos y especializados. Esto nos permitió complejizar la participación desde un agente que anteriormente se había pensado simplemente como mero facilitador o puente dentro de la asistencia.

C: Y eso...a no perdón, sobre el tema de los actores, se me ocurrió esto mientras hablamos...¿la asistencia técnica , digo el equipo, es pensado como actor teóricamente? O no.

E: Inicialmente no, pero finalmente termina siendo un actor...”
E: Porque por ejemplo, se plantean disputas entre actores, y nosotros sabemos que la participación tiene que llevarnos al consenso, o sea se plantean entre los actores sociales y el decisor político...o los que están gobernando...entonces, ahí el asistente, el asesor, empieza a mediar...empieza a acercar posiciones...y se reúne ya no solamente en el taller focal...en el grupo focal, se reúne por separado... y le explica  otras razones y le explica otros argumentos...y empieza a mediar...y ese en un actor, o sea que ahí diría que está casi como actor, diría que está como un actor...es un límite muy impreciso nosotros, no yo, no hemos tomado mucho, pero en particular, a mi me gustó mucho otra lectura de Wildavsky, por ejemplo, que plantea que el análisis de una política pública es un proceso de interacción social...del analista que interactúa socialmente con los otros, y es verdad....pero lo que pasa que cuando nosotros tenemos este preconcepto, este prejuicio de la objetividad...en el que nosotros no participamos, si participamos solamente lo hacemos observando...y la verdad es que participamos o sea participamos, participamos en la disputa interna. En las comunidades regionales, por ejemplo, nosotros participamos viendo si el presidente, el presidente de la comunidad regional es justicialista, cómo están los intendentes radicales, por ejemplo, y nos preocupamos de que los intendentes radicales estén en la reunión...porque eso legitima el proceso...y eso hace por ejemplo hablar con los intendentes radicales y decirles che, ustedes tienen que estar...la Universidad les garantiza imparcialidad, cuando se pelean por ejemplo, no pero si estamos nosotros, ustedes quédense tranquilos que aquí hay imparcialidad...eso es una parcialidad!...”
Finalmente, en lo que respecta a la intervención de la sociedad civil, a diferencia de lo que nosotros habíamos naturalizado como supuesto propio de un proceso participativo, nos encontramos con situaciones en que la sociedad civil era inexistente -o en el mejor de los casos-, había una presencia reducida y desarticulada. Esto se constató explícitamente en el caso de Río Seco ante una sociedad civil –cuasi inexistente- autodefinida como apolítica, lo que evidencia nuevamente la necesaria capacitación previa para lograr una participación en sentido real. 

P: Bueno, ahí en esa pregunta de quiénes, aparece claramente que la Provincia se autoexcluye del proceso participativo, eso está clarísimo, participen ustedes, hagan participar a los actores sociales

P:  la posibilidad de...de crear estos Foros de la Sociedad Civil, a nivel regional... entonces eh sobre la base de...eh, ellos...a estos planteamientos para ellos, para ser una comunidad son netamente formalistas, para que una comunidad esté regionalmente constituida tiene que haber una Mesa de Intendentes, tiene que haber un Foro, tiene que haber un determinado radio, etcétera, etcétera...Entonces los Términos de Referencia, ponen esto del requisito de creación de estos Foros y esto de la instancia participativa, eso no ocurrió, no ocurrió, digamos...ninguno de los, digamos...sí ocurrió en Calamuchita en el 2004 pero ahora no ocurrió ni hay ninguna posibilidad de que ocurra.

D: Ahá...y vos hablás de esta base social debilitada ¿crees que la asistencia podría tener un papel o podría haber tenido un papel empezando o focalizando, no digo empezando, pero se podría trabajar paralelamente desde abajo? Por ejemplo en el caso de Río Seco, hay alguna posibilidad, vos decís una sociedad civil debilitada, hay alguna posibilidad...

P: Vos decís de, trabajar desde la sociedad?

D: Claro.

P: Yo no creo que sea posible, ya lo he intentado...

J: Aparte no tiene cantidad de personas...

P: Hay un actor social, que es el actor social, este...Hugo Bertino que es el presidente de una ONG que se llama, ¿cómo se llama? Eh... (lo mira a Jorge)

J: Si , no no me acuerdo...

P: Bueno, ya me va a salir. Hace veinte años que trabaja con los productores locales, digamos desde una concepción netamente...

J: APRODIM? 

P: APRODEIM...desde una concepción totalmente antiestatal, apolítico el tipo, el tipo cree que se puede trabajar desde los actores sociales, siempre se ha mantenido al margen tratando de 

que no se contaminen sus intervenciones con la política. Veinte años y nada...Es muy difícil, porque es muy difícil empoderar a una sociedad civil como esa eh...empoderándola desde la perspectiva de que no tiene que coincidir en el Estado. Puede por sus propios medios, te das cuenta lo que te quiero decir? 

Estos extractos de las entrevistas ilustran el verdadero rol que jugó entonces la sociedad civil, o más bien, el papel que se concluyó debía jugar en el marco de relación con los demás sujetos actuantes en el proceso.

P: ...yo creo que es necesario un elemento que es la Mesa Provincia - Comunidades Regionales, entonces, me parece que el proceso de reflexión que se da a nivel de la Mesa de Intendentes a nivel regional debe llegar a una instancia de reflexión en el marco del diálogo con la Provincia, y a partir de ahí involucrar a los actores sociales, me parece que está faltando esa instancia reflexiva a nivel de Comunidad Regional, pero además la posibilidad de discutir un proceso que es cero a nivel de creación institucional, por eso yo no convocaría a los actores sociales hasta tanto el nivel político no esté claro.

A modo de Reflexión: Complejizando el concepto de  participación. 

¿Hemos superado el modelo arriba- abajo?

P: No, tiene una concepción que a lo mejor no son conscientes de esa concepción está claro, pero ya todas las propuestas provinciales hacia los municipios son una propuesta que condiciona, en mi punto de vista, la concepción política de la cosa... pero luego les dice lo que ustedes tienen que hacer; que tiene que ver con un modo de razonamiento netamente vertical con los municipios, eso pasó con los entes de recaudación. Esos son los parámetros para tener un estado eficiente. Tienen toda la libertad de elegir si quieren o no, pero aténganse a las consecuencias. Lo mismo ocurrió con las comunidades regionales, ustedes tienen la comunidad regional se constituye por voluntad de los municipios, ahora, si no te constituís no podés decir nada con relación al Presupuesto Trienal, está, se constituyeron todas.
Entre los objetivos que se plantearon al iniciar la ponencia, estaba el debate en torno a las perspectivas participativas introducidas tras las reformas de segunda generación. Si a esto lo trasladamos al proceso de regionalización en Córdoba, atento a estas nuevas tendencias, se intentó generar un proceso de asistencia técnica participativa, entendiendo que ésta era la forma apropiada para la consolidación de las Comunidades Regionales. 

Transcurridos tres años del proceso, no sólo debemos interrogarnos sobre el efectivo alcance en el diseño de proyectos comunales incipientemente estimulados, sino lo que es más importante, si están dadas las condiciones socio-políticas necesarias para la promoción y sostenibilidad del proceso participativo, inicialmente propuesto. 

En principio, el análisis realizado precedentemente nos permite concluir que, si bien existe una intencionalidad discursiva participativa, en la práctica aún subyacen una serie de asimetrías en las relaciones de poder entre los propios decisores políticos -esto es, entre el Gobierno Provincial y las Comunidades Regionales-, lo cual condiciona consecuentemente las posibilidades de diseñar proyectos conjuntamente con la sociedad civil de las Comunidades Regionales. 

Dado lo anterior, estimamos que la necesaria problematización de la regionalización en términos de un campo participativo entre agentes políticos, sería un paso previo a la introducción de estos agentes sociales en el proceso, entendiéndolo en un sentido más estricto. 

Partiendo desde este presupuesto, podemos decir que incluso entre los mismos decisores no se ha superado el modelo “top-down” o “arriba-abajo”. Entre las razones que fundamentan esta apreciación, cabe destacar el mantenimiento de una cultura política de patronazgo entre los distintos agentes involucrados en el proceso. 

Esto se sustenta en las propias asimetrías de poder existentes, tanto entre el Gobierno Provincial y las Comunidades Regionales, como a nivel intra - comunidad, heredadas desde tiempos previos al mismo proceso de regionalización. 

Entre los fundamentos explicativos brindados por algunos autores sobre esta situación, cabe destacar una tensión dialéctica entre la posibilidad o no de centralizar el poder. 
En otras palabras, según Gellner (s/d:13-14) “La centralización incompleta puede manifestarse de dos maneras: territorial y cualitativa. Un estado puede tener un control solamente parcial de algunas zonas distantes y resultarle antieconómico acentuar su presencia en ellas. En ese caso puede entregar poderes a individuos que en teoría son representantes suyos, pero que de hecho poseen una base local de poder, y que actúan como intermediarios entre las exigencias del poder central y los intereses locales. O bien, un estado puede controlar todo el territorio, pero carecer de los recursos técnicos para imponer su voluntad en algunos aspectos de la vida, por ejemplo en la economía, en la educación, en la sanidad. Esto también conducirá a la aparición de agentes-patronos, que controlarán beneficios que no pueden ser distribuidos según las reglas oficiales.” 

Si retornamos al caso propuesto de estudio, podemos decir que el Estado cordobés presenta una situación contradictoria en términos de un intento de centralización de la fragmentación de poder; esto se ha manifestado en la agrupación en Comunidades Regionales (reproduciendo la división departamental), de los Municipios y Comunas. Así es que no obstante este intento, aún no se logra superar el desigual poder y contactos que condiciona las relaciones entre los Municipios individualmente considerados y la Provincia, los que pugnan por determinar la agenda comunal, muchas veces legitimados por su propio poder y significación política, por ejemplo electoral, a escala local. 

De este modo podemos observar la existencia de una red regional, con múltiples nodos asimétricos en sus relaciones de poder y conexiones con el Gobierno Provincial. A pesar de ello, la ventaja de las redes es precisamente su carácter flexible; aunque por otra parte, también impredecible, en términos de externalidades. Esto supone la posibilidad de extensión de los resultados a las partes inicialmente involucradas, independientemente de su grado de poder (Bagnasco y otros, 2003).
De esta manera, se abre una posibilidad en cuanto a los beneficios que pueden obtener las partes más pequeñas, si emprenden un proceso de concienciación sobre la relevancia de generar pequeñas redes articuladas en torno a cada Comunidad Regional, entendida a su vez como otra red más amplia de vinculación. 

Esto permitiría, según nuestro criterio, mejorar la capacidad de negociación de las partes involucradas, favoreciendo una activación y potenciación de los controles e intercambios recíprocos de favores que implican las mismas redes, beneficiando a los “de abajo” en términos de decisores políticos (Municipios y Comunas más pequeños).

Para lograrlo es necesario, consonantemente con el planteo de una de nuestras entrevistadas, horizontalizar las relaciones, y para ello es fundamental crear la confianza suficiente en cuanto a la reciprocidad de beneficios que puede suponer la articulación entre partes, en este caso más pequeñas. 

A esos efectos, según Coleman (Citado por Forni y otros, 2004), se requiere un efectivo sistema de normas y sanciones internalizadas, es decir un marco o estructura general que otorgue previsibilidad a las acciones. Este control a su vez se verá fortalecido en la medida en que haya una mayor cercanía en las redes sociales (closure) lo cual ocasionará un mayor nivel de interdependencia y compromiso, garantizando así un sistema de mutuo control social. 

Visto desde la asistencia técnica, esta última, lejos de transformarse en un patrono, contaría con un elemento a favor, como es su poder simbólico y de intermediario en el proceso, lo cual le otorga un mayor margen de acción en el acercamiento de las partes. En otras palabras, esto nos permite apreciar el carácter de puente, en términos de Ronald Burt (2001), que adquiere la propia asistencia técnica, lo cual podría aprovecharse para lograr una verdadera participación para los Municipios y Comunas, sobre todo los más pequeños, dentro de un modelo “arriba-abajo”. 

Creemos que resolver esta cuestión, puede ser un primer desafío, al momento de ir modificando algunos patrones culturales de relacionamiento que favorezcan en un futuro, a un modelo participativo genuino de tipo “bottom-up” o “abajo-arriba”, desde la sociedad civil. 
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volver al inicio
� En esta misma línea, Barreiro Cavestany (s/d: 7) distingue entre un modelo “de arriba hacia abajo” o bottom up, basado en la construcción de confianza y en la asociación voluntaria para compartir riesgos, donde la cooperación tiende a crecer lentamente pero tiene una larga vida; del modelo “de arriba abajo” o top-down, donde un tercero garantiza el cumplimiento de acuerdos, aquí la asociación se crea de arriba abajo y puede construirse rápidamente pero suele tener una vida muy corta.
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